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I. INTRODUCCIÓN 

 
Con la reciente sanción de la ley 25.250 (IMPUESTOS, t. 2000-A, 

1370) se culmina un proceso que trajo aparejado no pocos enfrentamientos, 
algunos de ellos, con registros de altos decibeles. Es que cada vez que 
se pone sobre el tapete el tema laboral, surgen los conocidos 
contrapuntos, abonados en el alto grado de sensibilidad que ha adquirido 
tal problemática en nuestra sociedad. Es nuestra intención acercar 
algunas reflexiones que traten los temas de mayor contenido técnico, 
evitando incursionar en aspectos que tengan matices políticos, lo cual, a 
la luz de los acontecimientos resulta particularmente difícil. 

 
Los tópicos que creemos oportuno acercar son los que se 

encuentran definidos en el título I de la ley: “Estímulo al empleo 
estable –período de prueba-“. 

 
II. LA RECIENTE HISTORIA DEL PERÍODO DE PRUEBA 

 
VERSIÓN ORIGINAL 
 
El art. 92 bis fue originalmente agregado a la ley 20.744 (t.o. 

1976), en virtud de la modificación introducida por la ley 24.465 
(IMPUESTOS, t. 1995-A, 1107), llamada de Fomento del Empleo. 

 
Según expresaba el primer párrafo del sucesivamente reformado 

artículo: 
 
“El contrato de trabajo por tiempo indeterminado se entenderá 

celebrado a prueba durante los primeros tres (3) meses. Los convenios de 
trabajo podrán ampliar dicho plazo hasta seis (6) meses”. 

 
Hasta aquí parecería que toda relación de trabajo por tiempo 

indeterminado se entendía a prueba por los primeros tres o seis meses 
según corresponda, pero a poco que nos introdujéramos en la lectura de 
todos los conceptos de aquel artículo, comenzaban a surgir las dudas, 
llevándonos a pensar que el “contrato a prueba” era un tipo distinto de 
contrato, que podía o no transformarse en contrato por tiempo 
indeterminado. Esto surgía de la lectura del inciso “8” del artículo en 
comentario, que textualmente expresaba: 

 
“Los convenios colectivos de trabajo podrán establecer 

porcentajes con relación a la contratación de trabajadores a prueba, así 
como la prioridad para el ingreso en el incremento de la planta 
efectiva”. 



La comparación de ambos textos obligaba a la reflexión: si bien 
por el primer párrafo del artículo se entendía que “el contrato de 
trabajo se entenderá celebrado a prueba durante los primeros tres (39 
meses...”, por el inc. “8” se lo trataba como un contrato dentro del 
contrato ya que “...se podrán establecer porcentajes con relación a la 
contratación a prueba...”. 

 
Veamos entonces que tratamiento recibió esta situación en la 

práctica. Como antecedente podemos referirnos al convenio de los 
trabajadores camioneros y obreros del transporte automotor de cargas y 
servicios –convención colectiva de trabajo 40/89- que con fecha 7/8/95 
homologó el acuerdo complementario 1164, referido al tema. 

 
El acuerdo tenía las siguientes características: 
 
“Que conforme lo previsto en el art. 92 bis de la ley de contrato 

de trabajo (t.o. 24.465), establecen que el período de prueba de los 
trabajadores comprendidos en el ámbito de la convención colectiva de 
trabajo 40/89 será de 6 (seis) meses. La duración del período de prueba 
acordada será de aplicación a los contratos a prueba actualmente 
vigentes. Conforme lo previsto en el inc. 8) de la referida norma, las 
partes establecen que los trabajadores contratados a prueba tendrán 
prioridad para el ingreso en la planta efectiva de las empresas. Asimismo 
las partes acuerdan los siguientes límites porcentuales de personal que 
podrá estar contratado a prueba: en empresas de más de 25 trabajadores, 
hasta un 20%, en empresas cuyo plantel esté constituido por 6 a 25 
trabajadores el porcentaje máximo admitido será del 40%, cuando la 
empresa no cuente con más de 5 trabajadores, la cantidad de trabajadores 
contratados a prueba no podrá ser superior a 3”. 

 
Este acuerdo, comparado con las propias resoluciones del 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ratificaba la duda expresada 
anteriormente: mientras que el acuerdo regulaba los “contratos a prueba” 
con relación a los trabajadores de planta permanente, el Ministerio de 
Trabajo –a través de su res. 504/95 (4/7/95) que fuera la que aprobó el 
instructivo de las leyes 24.465 y 24.467 (IMPUESTOS, t. 1995-A, 1089)- 
expresaba con respecto al período de prueba: 

 
“I) Período de prueba: ...3) Presunción: En todo contrato de 

trabajo por tiempo indeterminado el período de prueba es presumido por la 
ley durante los 3 (tres) primeros meses de vinculación”. 

 
Esta comparación manifiesta la incertidumbre que reinaba. Por el 

lado de la autoridad de aplicación en materia de recursos de la seguridad 
social, las ideas comenzaron a ordenarse, ya que la ex Dirección legal y 
Técnica de los recursos de la Seguridad Social, en las oportunidades que 
tuvo de expedirse mantuvo una posición similar a la sostenida por el 
MTySS; en efecto, el Dictamen (DLTRSS) 1548/97 (18/9/97) expresaba 
claramente: 

 
“El instituto del período de prueba no es una “modalidad nueva de 

contratación” o “contrato promovido” sino el transcurso de los tres 
primeros meses de un contrato laboral por tiempo indeterminado”. 

 
LA REFORMA SEGÚN LA LEY 25.013 
 



Una de las situaciones que dejó establecida esta reforma fue el 
alejamiento de dudas y controversias con relación a la naturaleza del 
período de prueba. A partir de allí y en virtud de la nueva reforma al 
art. 92 bis (LCT), quedó absolutamente claro que el período de prueba no 
es una modalidad especial de contratación, sino el inicio de todo 
contrato de trabajo por tiempo indeterminado. Esta condición se reafirma 
al observar que en el entonces reformado art. 92 bis, desaparecía el 
mentado inc. “8” de la redacción anterior. 

 
Va de suyo, que las cláusulas modificadas de los convenios 

colectivos por acuerdos complementarios, en virtud de la vieja redacción 
del art. 92 bis, como en el ejemplo del acuerdo 1164 modificatorio de la 
convención colectiva de trabajo 40/89, quedaron desactualizadas en lo que 
respecta a sujeción de los períodos de prueba al cálculo de porcentuales 
sobre el total de las dotaciones de trabajadores del establecimiento que 
se trate. 

 
REQUISITOS Y CARACTERÍSTICAS DEL PERÍODO DE PRUEBA A PARTIR DE LA 
REFORMA DE LA LEY 25.013 
 
Los requisitos y características son los que resultaron vigentes 

hasta la fecha operativa de la nueva modificación por la ley 25.250, 
publicada en el Boletín Oficial con fecha 2/6/00 y vigente a partir del 
día 11/6/00: 

 
a) El período de prueba se extendía por treinta (30) días 

pero podía ampliarse hasta seis (69 meses por convenio 
colectivo debidamente homologado. 

 
b) Un mismo trabajador no podía ser contratado a prueba, por 

el mismo empleador, más de una vez. 
 

c) El empleador debía registrar el contrato de prueba en el 
libro especial de sueldos art. 52 (LCT), o, en su caso, 
en el previsto por el art. 84 de la ley 24.467. 

 
d) Cualquiera de las partes podía extinguir la relación 

durante el período de prueba sin expresión de causa y sin 
derecho a indemnización alguna con motivo de la 
extinción. 

 
e) El empleador y el trabajador resultaban obligados a los 

siguientes aportes y contribuciones, durante los primeros 
treinta (30) días. 

 
• Aportes y contribuciones al Régimen Nacional del Seguro 

de Salud (Obras Sociales y ex ANSSal). 
 
• Contribuciones para subsidios familiares. 
 
Consecuentemente se encontraban exentos del ingreso de: 
 
• Aportes y contribuciones al Sistema Integrado de 

Jubilaciones y Pensiones. 
 



• Aportes y contribuciones al Instituto Nacional de 
Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 

 
• Contribuciones al Fondo Nacional de Empleo. 

 
Si se hubiera dispuesto la extensión convencional del período de 

prueba debían realizarse, a partir del segundo mes, todos los aportes y 
contribuciones legales y convencionales, rigiendo –entonces- las normas 
generales en materia de indemnización y preaviso. 

 
En estos casos de extensión, la disponibilidad colectiva de las 

indemnizaciones por falta de preaviso y por antigüedad en el despido 
incausado era de hasta el cincuenta por ciento (50%) del régimen general 
(último párrafo del art. 6º de la ley 25.013 –IMPUESTOS, t. 1998-B, 2563) 

 
f) Si el contrato continuaba luego del período de prueba 

éste se computaba como tiempo de servicio a los efectos 
laborales y de la seguridad social. 

 
Si bien –en principio- parecía claro el alcance de este cómputo 

en los “efectos laborales” (vacaciones, indemnización por antigüedad, 
etc.), no podría decirse lo mismo respecto de los “efectos de la 
seguridad social”. En primer lugar debemos tener en cuenta que por el 
período trabajado a prueba, no se efectuaban aportes ni contribuciones al 
sistema integrado de jubilaciones y pensiones; en tal sentido y a los 
estrictos fines previsionales no sería –en principio- un período 
computable, ya que la ley 24.241 (IMPUESTOS, t. 1993-B, 2232), no efectúa 
distingos entre servicios con o sin aportes, los exige siempre “con 
aportes”. Esto último se encuentra ratificado por el dec. 679/95 
(IMPUESTOS., t. 1995-B, 1802), en cuyo art. 2º, expresa que. 

 
“a los fines de la ley 24.241, se consideraran servicios con 

aportes: a) Tratándose de actividades en relación de dependencia, los 
períodos respecto de los cuales se hubieran devengado y retenido los 
aportes y contribuciones correspondientes...”. 

 
Ninguna norma se dictó para el específico caso de la 

consideración previsional del período de prueba, y esto resultaba de gran 
importancia, fundamentalmente entres aspectos: 1) el de “requisito” para 
el acceso a la prestación básica universal; 2) el de “computo” de la 
prestación compensatoria y prestación adicional por permanencia; Y 3) el 
de cumplimiento de la condición de aportante regular con derechos) a los 
fines del acceso a pensión o retiro por invalidez. 

 
A pesar de esta ausencia normativa, la Administración nacional de 

la Seguridad Social, a través de su Gerencia Previsional, y evacuando una 
consulta (identificada como Consulta Nº 105.514) ha dictaminado que: 

 
“...en razón de que las leyes 24.465 y 25.013 establecen que si 

el contrato continúa luego del período de prueba éste se computará como 
tiempo de servicios a todos los efectos laborales y de la seguridad 
social, no cabe otra interpretación que considerar el período de prueba 
como tiempo de servicios con aportes a los fines del art. 19 de la ley 
24.241 (PBU), como así también para el cálculo de la PAP y a los fines de 
la condición de aportante regular o irregular con derecho a los fines de 



la pensión y retiro transitorio por invalidez, aun no ingresando aportes 
y contribuciones al sistema previsional, en el citado período de prueba.” 

 
g) El trabajador adquiría el derecho durante el período de 

prueba a las prestaciones por accidente o enfermedad del 
trabajo, incluidos los derechos establecidos para el caso 
de accidente o enfermedad inculpable; mientras que se lo 
excluía del derecho a las indemnizaciones previstas por 
el cuarto párrafo del art. 212 LCT, por enfermedad o 
accidente que lo incapacitara en forma absoluta. 

 
VIGENCIA DE LAS MODIFICACIONES 
 
El art. 4º de la ley 25.013 expresaba que a partir de su vigencia 

se aplicaría en todos los casos el nuevo régimen, no obstante, su 
aplicación no resultaba retroactiva ya que el mismo artículo determinaba 
que los contratos de trabajo en período de prueba que a la fecha de dicha 
vigencia se encontraban en curso, continuaban hasta su finalización 
conforme el régimen en el cual había tenido su origen. 

 
Recordemos que la vigencia de la ley se produjo a partir del día 

3 de octubre del 1998, ya que al no expresarla tácitamente, resultan de 
aplicación las regulaciones del art. 2º del Cód. Civil de la Nación, y 
consecuentemente deben contarse los ochos días siguientes al de su 
publicación, situación que se produjera el día 24 de septiembre de 1998. 

 
EL “PERÍODO DE PRUEBA” EN LA REFORMA LABORAL DE LA LEY 25.250 
 
La nueva ley instituye algunas modificaciones de singular 

importancia: 
 

1. Extiende el “período de prueba” de 30 (treinta) días a 3 
(tres) meses, pero mantiene la duración máxima, por 
facultad delegada a las convenciones colectivas, en el 
plazo de 6 (seis) meses. 

 
2. provoca una excepción al tratamiento general, en cuanto 

dispone que no resulta aplicable el “período de prueba” a 
los contratos caracterizados en el art. 961 de la ley 
20.744 (según redacción art. 66, ley 24.013) que trata 
los “contratos de trabajo de temporada”. 

 
Esta exclusión cobra sentido a partir de considerar la naturaleza 

misma del contrato de temporada frente a la extensión del período de 
prueba y los problemas prácticos que ya ocasionaba dicha instrumentación. 
Ejemplo de estas dificultades técnicas se pueden observar en el convenio 
colectivo de los trabajadores gastronómicos2, cuyo capítulo IX, art. 70 
(“Período de Prueba”) determina: 

 

                                                 
1 Art. 96.- Habrá contrato de trabajo de temporada cuando la relación entre las partes, originadas por actividades propias 
del giro comercial de la empresa o explotación, se cumpla en determinadas épocas del año solamente y esté sujeta a 
repetirse en cada ciclo en razón de la naturaleza de la actividad. 
2 Convenio Colectivo Nº 125/90, con las modificaciones introducidas por el acuerdo de partes homologado por 
resolución (SSRL) Nº 196 del 23/6/99. 



“En el supuesto del trabajador de temporada el plazo otorgado no 
podrá ser acumulado entre una temporada y la siguiente, debiendo 
considerarse como período de prueba el realizado en forma ininterrumpida 
en la primera vinculación con la empresa, siendo de aplicación a la 
normativa específica del presente convenio colectivo y lo dispuesto por 
la ley de contrato de trabajo.” 

 
Otro ejemplo válido resulta del convenio colectivo de trabajo de 

la Federación de Obreros pasteleros (convenio colectivo Nº 273/96), cuyo 
art. 7º, indica: 

 
“Art. 7º- Ampliación del período de prueba: Se amplía al máximo 

de 6 meses el plazo del período de prueba respecto de los contratos de 
tiempo indeterminado, a excepción del contrato de trabajo de temporada”. 

 
Surge con claridad que en algunos casos ya se había limitado la 

aplicación del período de prueba en actividades de temporada, con lo 
cual, la reforma estaría convalidando situaciones de rango convencional. 

 
Es indudable que las características especiales del trabajo de 

temporada entrañan una severa limitación para la aplicación práctica del 
art. 92 bis, máxime en la medida del alargamiento de los plazos; ya vimos 
que empíricamente se sujetaban o bien al lapso de la “primera vinculación 
o directamente no se los aplicaba. 

 
3. Distingue a las pequeñas empresas definidas por el art. 

83 de la ley 24.467, estableciendo para las mismas 
duraciones diferenciales de 6 (seis) meses y 12 (doce) 
meses, este último plazo para el caso cuando se trate de 
“trabajadores calificados según definición que efectuarán 
los convenios”; o sea que –en principio-la extensión 
convencional está sujeta a algún tipo de requisito cuya 
aplicación y regulación deviene de los mismos convenios. 

 
4. Repite lo ya estatuido en textos anteriores en cuanto a 

la prohibición de la contratación de un mismo trabajador 
por un mismo empleador utilizando el período de prueba, 
pero agrega el concepto del “uso abusivo” del período de 
prueba con el objeto de evitar la efectivización de los 
trabajadores. En este caso, el art. 1º, punto 1. expresa 
que serán sancionadas estas conductas de acuerdo con el 
régimen de infracciones a las leyes del trabajo y define 
como especialmente abusiva la conducta de los empleadores 
que contraten sucesivamente a distintos trabajadores para 
un mismo puesto de trabajo de naturaleza permanente; 
resulta obvio que la tipificación y sanción de tales 
conductas debe ser reglamentada en consecuencia. 

 
5. En cuanto a la registración del “período de prueba”, 

vuelve a ordenarla en el momento de su iniciación, pero 
agrega como “sanción”, que la falta de registración en 
tiempo y forma hace presumir la renuncia y que, en 
consecuencia, se producen todos los efectos del contrato 
de trabajo por tiempo indeterminado desde el momento 
mismo de inicio de la relación. 

 



Esta situación implica que, de no haberse registrado 
convenientemente el “período de prueba” se presume que se ha iniciado una 
relación laboral y que por lo tanto, tampoco se encuentra registrada, 
esto daría lugar –obviamente- a que la autoridad respectiva pueda 
determinar un cargo por los aportes y contribuciones omitidos y además 
aplicar las sanciones tipificadas en la ley 17.250 (IMPUESTOS, t. 1967-
358). 

 
El dec. 568/00 (IMPUESTOS, Rev. 15/00, p. 157) reglamentario de 

la ley 25.250, convalida esta postura, por cuanto expresa: 
 
“En los supuestos previstos en el art. 1º, apartado 2., los 

servicios de inspección, deberán cumplir en forma inmediata con lo 
dispuesto en el art. 26 de la ley que se reglamenta”. 

 
El apartado 2., art. 1º de la ley 25.250 se refiere –

precisamente- a la registración del contrato de trabajo, en tanto, el 
art. 26 de la misma, determina que los organismo integrantes del nuevo 
“Sistema Integrado de Inspección de Trabajo y la Seguridad Social” –
creado por el título VI- procederán, una vez “comprobadas” infracciones a 
las normas laborales o de la seguridad social, a formalizar las denuncias 
correspondientes ante las autoridades de aplicación respectivas. 

 
Va de suyo, que la falta de registración de los contratos en 

período de prueba representa la “comprobación” de infracciones a las 
normas laborales y de la seguridad social, que implican, en los términos 
del artículo de marras, “...alguna forma de evasión tributaria o de la 
seguridad social”. 

 
Hasta tanto no se formulen reglamentaciones adicionales, 

continúan en vigencia las normas de registración previstas por el art. 18 
del dec. 738/95 (IMPUESTOS, t.1995-B, 1816), que determina el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en los arts. 7º y 18 inc. a) 
de la ley 24.013. En este sentido –y receptando lo previsto por el dec. 
738/95- la resolución (MTySS) 504/95, especifica las condiciones para que 
tales registraciones sean consideradas válidas: 

 
“I) Período de prueba 
 

1) Registro: A fin de dar cumplimiento al registro a que 
alude el art. 92 bis, inc. 2) de la ley de contrato de 
trabajo, resultará suficiente: 

 
a) Que el contrato se registre en el libro art. 52 de la ley 

de contrato de trabajo (LCT) o el que haga sus veces, 
como el Registro Único de Personal, establecido por el 
art. 84 de la ley 24.467 para las pequeñas empresas 

 
b) La correspondiente declaración de alta del trabajador y 

el Código Único de Identificación laboral (CUIL)... 
 

2) Informalidad: no se requiere ningún otro tipo de 
registración ni de instrumentación por escrito...” 

 
6. Se mantienen las condiciones anteriores en cuanto a que 

cualquiera de las partes puede –durante el período de 



prueba- extinguir la relación sin expresión de causa y 
sin obligación de preavisar, y que dicha extinción no 
genera derechos indemnizatorios. Se mantiene asimismo el 
derecho a las prestaciones por enfermedad o accidente de 
trabajo, por accidente o enfermedad inculpable, quedando 
excluida la aplicación del cuarto párrafo del art. 212 de 
la ley 20.744 (LCT), en lo que se refiere a la enfermedad 
o accidente de los que derivaran la incapacidad absoluta 
del trabajador. El punto 6. del art. 1º la ley 25.250 
agrega que las prestaciones por enfermedad o accidente, a 
las que tiene derecho el empleado “perdurarán 
exclusivamente hasta la finalización del período de 
prueba si el empleador rescindiere el contrato de trabajo 
durante ese lapso”. 

 
El agregado del concepto antes mencionado responde a la 

incorporación de lo que ya había sido reglamentado a través del dec. 
738/95 /reglamentario de la ley 24.465) en su art. 2º3 y que responde al 
concepto de “protección especial” durante el período de prueba. 

 
7. Cambia sustancialmente el esquema de aportes y 

contribuciones en el período de prueba, ya que, por la 
nueva norma, se deben realizar obligatoriamente todas las 
cotizaciones al Sistema Único de Seguridad Social, al 
Sistema Nacional del Seguro de Salud y al Régimen de 
Riesgos del Trabajo. Desde ya, esto supone el pleno goce 
de las prestaciones pertinentes durante todo el período 
de prueba. 

 
El nuevo esquema contributivo hace desaparecer, a partir de la 

vigencia de la ley 25.250, el problema que generaba la redacción de las 
anteriores versiones cuando preveían “el cómputo del período de prueba a 
los efectos laborales y de la seguridad social” 

 
VIGEBCIA DE LAS MODIFICACIONES 
 
La ley 25.250 fue publicada en el Boletín Oficial el 2 de junio 

de 2000. No surge de su articulado su vigencia, por lo tanto, resulta de 
aplicación el art. 2º del Cód. Civil de la Nación, debiéndose contar los 
ocho días posteriores a su publicación; esto lleva su plena operatividad 
al 11 de junio de 2000. No se contempla en este caso similar disposición 
que la contenida en el art. 4º de la ley 25.013, y por la cual se 
expresaba que: 

 
“Los contratos de trabajo en período de prueba que a la fecha de 

entrada en vigencia de la ley se hallaren en curso, continuarán hasta su 
finalización conforme al régimen en el cual tuvieron origen”. 

 
La justificación del temperamento adoptado debe ubicarse en 

mérito a que en la reforma de 1998 se pasaba de un período mayor (90 
días) a uno menor (30 días) con lo cual –necesariamente- debían 

                                                 
3 Art. 2º- La “protección especial” referida a la permanencia del vínculo laboral correspondiente a situaciones jurídicas 
sobrevenidas en el curso del período de prueba, perdurará exclusivamente hasta la finalización de dicho período si el 
empleador rescindiere el contrato de trabajo durante ese lapso. Tal rescisión no generará derecho a indemnización con 
motivo de la extinción que sobrevendrá a la terminación dl período de prueba. 



respetarse los contratos nacidos con anterioridad a la misma por la 
“inercia” de los derechos adquiridos; en esta oportunidad se recorre el 
camino inverso, se pasa de un período menor (30 días) a uno mayor (3 o 6 
meses de acuerdo con el tipo de empresa), con lo cual, quedaría por 
asumir que las zonas de “empalme” entre contratos anteriores y 
posteriores sirven para producir el buscado alargamiento del período de 
prueba. 

 
Si nos ubicamos en esta tesitura, los contratos nacidos con 

anterioridad a la presente reforma y que al 11 de junio se encontraban 
vigentes disponen de la extensión prevista en el nuevo ordenamiento. 

 
LOS VAIVENES DEEL PERÍODO DE PRUEBA 
 
Hasta aquí el ámbito puramente material de la reforma en el 

período de prueba, con sus características y consecuencias; queremos 
ahora expresar algunas ideas sobre lo que entendemos la justificación –o 
la falta de ella- para tantas idas y venidas en torno a una institución 
del derecho individual del trabajo y –diríamos más- al devenir del 
derecho individual del trabajo. 

 
Es hasta certeramente obvio que la reforma que estamos analizando 

entraña cuestiones mucho más complicada, que se ubican en los capítulos 
que tratan al derecho colectivo del trabajo; pero en ese sentido, no 
creemos tener más autoridad para decir, que más que el derecho colectivo 
de trabajo se trata del juego de intereses económicos y políticos no lo 
suficientemente transparentes para simples mortales, habitantes de una 
mayoría meramente observadora. 

 
Sí –en cambio- creemos poder expresar que ningún interés político 

se puede arrogar la facultad del desconocimiento de entidades jurídicas 
de trascendencia tuitiva, para solventar medidas ilusorias, simulando que 
la mera transformación del período de prueba puede “fomentar el empleo”. 

 
El período de prueba como tal ha tenido, desde su inicio, 

detractores y defensores. También, nuestros tribunales han dado ciertas 
señales de oposición a la figura. En los autos “Peralta c. Skycab”4 la 
Cámara del Trabajo intenta sostener que puede utilizarse abusivamente la 
figura con el propósito de obtener un rédito económico y no para valorar 
o mensurar la capacidad o idoneidad de las personas que se incorporan. 

 
En todo caso, compartimos las ideas elaboradas por Recalde5, 

cuando expresa que: 
 
“En rigor de verdad, denominar prueba a una relación laboral de 

hasta un año, es un eufemismo que encubre la verdadera consecuencia que 
es la de privar de mínima estabilidad al trabajador durante todo ese 
lapso”. 

 
La nueva reforma conlleva un severo contrasentido, por un lado, 

promete sancionar a quienes “abusen” del período de prueba evitando –así- 
la efectivización de los trabajadores; pero por el otro, permite la 

                                                 
4 “Peralta Alberto Aníbal c. Skycab S.A.”, CNTrab. Sala VI, sentencia Nº 52.226, 19/11/99 
5 RECALDE, Héctor Pedro, Revista de la Sociedad Argentina de Derecho Laboral, Año II, Nº 5, Abril / Mayo 2000, p. 
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existencia de relaciones laborales “en suspenso” de hasta un año de 
duración con la consiguiente desprotección del mismo grupo que pretende 
defender. 

 
Presentimos que el alargamiento y sostenimiento del período de 

prueba contribuirá más que a fomentar seriamente la política de empleo a 
disimular la tendencia de los índices desfavorables, lo que en caso, 
promete bajar la fiebre pero no curar el mal. 

 
III. LAS COOPERATIVAS DE TRABAJO 

 
En el tratamiento y análisis de las cuestiones relevantes que 

incorpora la recientemente sancionada “Reforma laboral”, quisiéramos 
también detenernos en una especial que –entendemos- provoca y provocará 
una sinnúmero de contrariedades, tal vez, muchas de ellas, no 
suficientemente evaluadas y sopesadas por el legislador. 

 
Nos estamos refiriendo a la incorporación del art. 4º de la ley, 

que trata el tema de las cooperativas de trabajo. Para enfocar 
adecuadamente los alcances de la nueva norma, nada mejor que comenzar con 
un sucinto análisis de las entidades a que nos referimos, para concluir 
luego, con lo que entendemos la convicción y consecuencias de la reforma. 

 
NATURALEZA DE LAS COOPERATIVAS DE TRABAJO 
 
Nada mejor, para definirlas, que recurrir a la doctrina, ya que 

como lo ha sostenido la Dirección General de Cooperativas y Empresas 
Comunitarias de España en su publicación “Jornadas de Estudios sobre 
Cooperativismo”: 

 
“...la ley es solo un instrumento al servicio de las entidades y 

del movimiento cooperativo. Lo más importante es la acción cooperativa 
que debe realizarse en el ámbito de la doctrina y de los principios 
cooperativos”. 

 
En este sentido expresa Domingo Semisa6: 
 
“Una cooperativa de trabajo es una asociación de personas que se 

reúnen para trabajar en común, con el esfuerzo mancomunado de todos, con 
el fin de mejorar su situación social y económica, dejando de ser 
asalariada para transformarse en dueños de su propio destino, poniendo el 
capital y el trabajo al servicio del hombre...” 

 
“Una cooperativa de trabajo es una fuente de producción o de 

prestación de servicios, gobernada, administrada y desarrollada 
únicamente por sus asociados, trabajadores, obreros, técnicos, 
administrativos o profesionales, todos con los mismos derechos y 
obligaciones”. 

 
Para precisar el concepto e intentar resumir su naturaleza, 

podemos decir que una cooperativa de trabajo es la resultante de los 
siguientes factores: 

 

                                                 
6 SEMISA, Domingo “Manual de cooperativas de trabajo”, 2ª edición, Intercoop Editora Coop. Ltda. , Buenos Aires, 
1988, p. 13. 



• Es una asociación de personas que se unen para trabajar 
en común, en la producción de bienes o servicios y que se 
encuentran relacionadas por el objetivo de mejorar sus 
condiciones económicas, sociales, culturales y las de la 
comunidad toda. 

 
• De esta forma crean una organización distinta a otros 

modelos empresarios, fuente de producción de bienes o 
servicios cuya composición puede ser heterogénea en su 
conformación pero homogénea en el desarrollo d los 
derechos y obligaciones de sus componentes. 

 
• Tienen como características la autogestión y la 

conducción democrática de las tareas de administración y 
control. 

 
• Prestan a sus asociados el servicio de darles ocupación y 

pagan un precio por tales servicios, representado por el 
retorno de los excedentes generados por la fuente de 
producción. 

 
• Practican un método de autocontrol por parte de los 

asociados que deben exigir derechos y cumplir 
obligaciones, pero con la especial característica de que 
estos métodos de control son determinados y monitoreados 
por ellos mismos. 

 
EVOLUCIÓN Y SITUACIONES 
 
Las cooperativas de trabajo tienen una importante raigambre 

legal, institucional y de funcionamiento en el país. La ley 20.337 regula 
su actuación de actividad, derechos y obligaciones. El INACyM como 
autoridad de aplicación, vigila celosamente el comportamiento y 
oportunidad de creación de estas entidades. 

 
Desde que las cooperativas de trabajo se desarrollaron en el 

ámbito del territorio, dieron origen a numerosas interpretaciones no solo 
en lo que respecta a su naturaleza sino también a las relaciones que las 
unen con sus asociados. 

 
En este sentido, tanto la doctrina como la jurisprudencia en 

forma mayoritaria, se han expedido contundentemente en la convicción de 
que el vínculo que une a los asociados con la cooperativa es de estricto 
carácter asociativo, descartándose toda connotación de relaciones de 
dependencia en el marco laboral. Por esto los asociados asumen el riesgo 
propio de la actividad encuadrándose a estos efectos –dentro del campo 
previsional- como trabajadores autónomos. 

 
En el año 1994 y producto de válidas intenciones destinadas a 

asegurar el verdadero espíritu cooperativo de estas organizaciones; y 
basándose en la observación de figuras empresariales que adoptaban el 
“ropaje” cooperativo con la sola intención de eludir compromisos de 
carácter laboral y social, el Poder Ejecutivo dictó el dec. 2015/977. 

                                                 
7 De fecha 14 de noviembre de 1994 



Tal vez por desconocimiento, tal vez por falta de certeza, lo 
cierto es que esta norma sembró un manto de dudas sobre toda una 
actividad cooperativa genuina e importante y provocó un verdadero 
retroceso en el devenir de estas instituciones. 

 
Esto lo aseguramos porque el mismo decreto, al delegar en el 

Ministerio de Trabajo y en la Dirección general Impositiva la búsqueda de 
organizaciones que por su funcionamiento constituyeran indicios de fraude 
laboral; dio lugar, por falta de exactitud y respeto de las leyes de 
base, a excesos en la aplicación de lo que se pensaba como medida para 
regular y prevenir situaciones conflictivas. 

 
Luego de un intenso accionar, tanto de las entidades que nuclean 

a este tipo de organizaciones, como de la doctrina interesada en el tema, 
se logró instalar en la sociedad la importancia de este tipo de entidades 
y, a resultas de ello, las autoridades de aplicación comenzaron a adecuar 
y modelar su accionar tratando de no perder de vista los verdaderos 
objetivos. 

 
De esta forma se arriba a la res. Gral. 4328/97 (DGI)8, en la que 

la ex Dirección general Impositiva recoge toda la normativa que sobre la 
especie existía y determina que: 

 
“Los asociados a cooperativas de trabajo legalmente constituidas, 

autorizadas para funcionar por el Instituto Nacional de Acción 
Cooperativa, deberán ingresar sus aportes con destino al Régimen Nacional 
de la Seguridad Social como trabajadores autónomos, de acuerdo con las 
disposiciones de la res. Gral. 3847 (IMPUESTOS, t. 1994-B, 1948) y sus 
modificaciones”. 

 
Esta resolución reconocía un avance muy importante, ya que ponía 

acento en la autorización y vigilancia del INACyM como verdadera 
autoridad de aplicación y control de las entidades cooperativas. 

 
JURISPRUDENCIA Y DICTÁMENES 
 
La jurisprudencia y los dictámenes emanados del propio organismo 

recaudador, habían experimentado también en los últimos tiempos un avance 
significativo acompañando la diferente postura que se había asumido. En 
la órbita administrativa se destacan algunos pronunciamientos, como por 
ejemplo, la resolución (DLTRSS) Nº 366/98, que pone fin a la controversia 
por una determinación de deuda de la Cooperativa de Trabajo Inducoop 
Ltda. , haciéndose lugar a la impugnación planteada9. En materia 
jurisprudencia la sentencia recaída en los autos “Cooperativa de Trabajo 
Agrocoop Limitada c. Dirección General Impositiva” (Sentencia definitiva 

                                                 
8 IMPUESTOS, t. 1997-A, 1470 
9 “En tal sentido se destaca lo expresado por Nota Nº 263/97 DANLSS respecto de que la cooperativa de trabajo es una 
figura societaria lícita y que sus asociados no se encuentran unidos a la misma por un vínculo laboral, por lo que se 
concluye como principio general que todas las sociedades autorizadas para funcionar por el INAC, en principio son 
lícitas y sus integrantes deben encuadrarse como trabajadores autónomos. Esta presunción de legitimidad –continua la 
referida Nota- y su consiguiente encuadramiento previsional, admite prueba en contrario siendo ese el alcance del 
segundo párrafo del art. 1º de la res gral. 4328/97 pero debe quedar claro que la carga de tal prueba compete a la DGI y 
no al contribuyente” (Del Dictamen Nº 275/98 –DV SURE- de fecha 20/3/98) 



Nº 71.692) de la Cámara Federal de la Seguridad Social, desestima –
asimismo- la pretensión del Fisco10. 

 
LOS ÚLTIMOS ACONTECIMIENTOS 
 
Si bien hasta el momento de la reseña anterior se habían 

vislumbrado algunos cambios de orientación, que tenían a la armonización 
de las normas y reglamentaciones positivas, y lo que resulta más 
trascendente, el reconocimiento de las facultades especialmente 
delegadas, advertimos, que en virtud de la reciente sanción de la 
“Reforma laboral”, se efectúa un nuevo avance sobre el cooperativismo de 
trabajo que –en lo inmediato- echa por tierra los avances obtenidos. 

 
Resulta sumamente difícil, al plantearse seriamente el análisis 

de una norma, escindir en forma total su literalidad o aspecto formal de 
técnica legislativa, del proceso de íntima convicción o espíritu que 
anima al legislador para su instrumentación. Va de suyo, que el mandato 
constitucional que respalda la actuación del poder legislativo tiene sus 
orígenes más allá, en la representación de la voluntad popular con que 
tal poder cuenta como base de sustento. 

 
En el particular análisis del art. 4º de la recientemente 

sancionada “Reforma Laboral”, confluyen en forma muy marcada las 
contradicciones que pueden erigirse, teniendo en cuenta las vertientes 
apuntadas. 

 
Como primera reflexión, cabe examinar el aspecto trascendental 

que significa la inclusión de la temática de las cooperativas de trabajo 
en un proyecto que plantea –fundamentalmente- la modificación o 
adecuación de normas relacionadas con el Derecho Colectivo de Trabajo, 
con el que, las entidades cooperativas, tienen la misma  relación que con 
las otras ramas del Derecho, o sea, solamente en los aspectos que 
representan fuente de vinculación. 

 
Valga como orientación los contenidos del mensaje de elevación 

del Poder Ejecutivo Nacional a la Honorable Cámara de Diputados de la 
Nación (Mensaje 71/00) del proyecto original de “Reforma Laboral”, 
ingresado por la Cámara baja el día 19/01/00. 

 
El Ejecutivo luego de una formulación de cifras relacionadas con 

la población y el empleo, expresa, como intención fundamental, la 
creación de: 

 
“...un conjunto de instrumentos legales para aumentar la creación 

de empleos de buena calidad y mejorar la productividad del trabajo, 
preservando los equilibrios macroeconómicos. 

 

                                                 
10 “La jurisprudencia en la materia, desde que entró en vigencia la citada resolución (se refiere a la res. Gral. (DGI 
4328/97) es conteste en señalar que la calidad de socio excluye la del trabajador dependiente; en orden a ello el art. 1º 
dispone lo siguiente: “Declarase como norma de alcance general y aplicable a todas las causas en trámite, que los 
asociados a las cooperativas de trabajo no revisten la calidad de dependientes de las mismas, debiendo considerárselos 
como trabajadores autónomos”, sin perjuicio, en su caso de lo establecido en el art. 2º de la misma resolución (CNSeg. 
Social, sala I “Cooperativa de Trabajo Cooperando c. Casfec s/Impugnación de deuda, sent. 38.716 del 13/3/93; sala II 
“Cooperativa de Trabajo Cooperando s/Impugnación de deuda, sent. 51.317 del 13/5/94). 



Hay que remarcar el término “de calidad”, porque no alcanza con 
aumentar la cantidad de puestos –aunque desde luego esta es una condición 
necesaria- sino que deben cumplir con requisitos esenciales de 
productividad crecientes, ingresos regulares y justos, condiciones de 
trabajo dignas, protección legal y seguridad social. Este es el empleo 
que interesa a una sociedad moderna, equitativa y sustentablemente 
competitiva”. 

 
Como observación concluyente, podemos expresar que el conjunto de 

la sociedad participa de estos objetivos, resumidos con justeza por el 
Ejecutivo; en esa misma línea debemos remarcar el sentido positivo que 
trazan estas palabras gobernadas por intenciones de creación, protección 
y equilibrio. Si esto es así, entonces, cualquier medida que tenga 
contenido de destrucción de “equilibrios macroeconómicos” atenta contra 
la misma naturaleza de la propuesta. Precisamente, por lo que se observa, 
el avance por sobre pautas y ámbitos perfectamente establecidos de 
actuación y control en el ordenamiento positivo del cooperativismo de 
trabajo, se encuentra en las antípodas de lo expresado con relación al 
interés de una “...sociedad moderna, equitativa y sustentablemente 
competitiva”. 

 
ANÁLISIS DE LA NORMA 
 

• En general, el art. 4º de la ahora nueva ley, plantea una 
peligrosa sustitución de facultades de aplicación y 
control, por cuanto, “sin perjuicio de” las atribuciones 
de rango legal que reconoce a la verdadera autoridad de 
aplicación en materia cooperativa, extiende a los 
servicios de inspección dependientes del Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos  la 
habilitación para examinar, no solo las relaciones 
materia de su específica competencia, sino aquellas que 
implican y ostentan estricto carácter asociativo. 

 
• El primer párrafo de este art. 4º introduce –nuevamente- 

el concepto del desempeño de las actividades de los 
asociados a las cooperativas de trabajo en “fraude a la 
ley laboral” que tantos males ocasionara en el ya 
mencionado dec. 2015/94; pero aunque resulte paradójico, 
aquel instrumento legal, que habilitaba no solamente al 
Ministerio de Trabajo, sino también a la ex Dirección 
General Impositiva para “verificar” la existencia “de 
fraude y/o evasión”, aclaraba que lo hacían “en el ámbito 
de sus respectivas competencias”, por lo cual, preveía la 
intervención necesaria del ex INAC como fuente de 
aplicación de “acuerdo con las facultades y atribuciones 
que le otorga la ley 20.33711. Este art. 4º va más allá 
que aquella criticada norma e intenta reconocer solamente 
la autoridad del INACyM como mero organismo de 
“fiscalización pública”. 

 
Tanto la jurisprudencia como la doctrina han resaltado que la 

actuación de la Policía del Trabajo, “...no puede extenderse a la 

                                                 
11 Art. 3º in fine, dec. 2015/94 



inteligencia de los textos legales, ya sea en cuento a su validez, 
vigencia e interpretación...”12. 

 
Este concepto se presenta invertido en el segundo párrafo del 

artículo en análisis cuando expresa que: “Si en el ejercicio de sus 
funciones esos servicios (se refiere a los servicios de policía del 
trabajo) comprobaren que se ha incurrido en una desnaturalización de la 
figura cooperativa...”. 

 
El único Organismo que se encuentra en condiciones de evaluar la 

naturaleza de las entidades cooperativas, no solo por atribución legal, 
sino también por capacidad técnica es el INACyM. La triste experiencia de 
derivar facultades de interpretación y aplicación de las normas surgidas 
de la ley 20.337 a otros organismos con distinta competencia fue vivida 
precisamente en el marco de las atribuciones delegadas por el dec. 
2015/94. En dicha oportunidad la ex DGI en una suerte de entramado de 
normas internas de fiscalización, elaboraba presunciones que se 
encontraban en franca contradicción con los parámetros de la ley 
específica13. 

 
• Lo que aún resulta más grave es la segura colisión de 

competencias que provocaría este artículo, por el cual, 
según surge de la última parte del segundo párrafo, se le 
otorga prevalencia a los servicios del policía del 
trabajo para sancionar las conductas que ellos mismos 
tipifiquen en orden a la presunción de “fraude laboral” y 
“proceder a su juzgamiento”; y recién –a a- 
“denunciarlas” a la autoridad específica de fiscalización 
pública “…a los efectos del art. 101 y concordantes de la 
ley 20.337”. 

 
Si esto es así, amén de las diferencias en el procedimiento 

administrativo, se deriva la competencia judicial específica en materia 
de infracciones a la ley 20.337, en absoluta colisión con el art. 103 de 
la ley de marras. Este artículo prevé la impugnación de sanciones por vía 
de recurso judicial –con efecto suspensivo- por ante la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, mientras, que el 
art. 11 de la ley 18.695 determina que el pertinente recurso –previo 
pago- será de competencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo. 

 
• En suma, este art. 4º de la nueva ley de reforma laboral 

implica –en principio- la transformación de la autoridad 
de aplicación en meramente “virtual”, por no decir, que 
tiende a su eliminación. Si lo que se intenta es 
salvaguardar las “relaciones laborales” debería tenerse 
en cuenta que las entidades cooperativas de trabajo 
instituyen relaciones asociadas con el objetivo de la 
“dación de trabajo” entre sus asociados y no de una 
manera meramente formal, sino atada a estrictas 
relaciones amparadas por la ley tutelar; en consecuencia, 
no estamos ante relaciones que merezcan analizarse más 

                                                 
12 Ver TySS 1980-138 y 1987-932 
13 Ver en este sentido la Instrucción Nº 138 de la Dirección de Programas y Normas de Fiscalización de la ex DGI 



allá de su verdadera naturaleza al no constituir 
ocultamiento o malformación de relaciones laborales; en 
todo representan –utilizando las mismas palabras que el 
mensaje de P.E.- un “equilibrio macroeconómico” distinto, 
que necesita ser preservado como generador de ocupación y 
producción. 

 
• Remata este art. 4º -siguiendo el mismo espíritu que lo 

anima- en un conspicuo agravio a los derechos y garantías 
de rango constitucional; el último párrafo expresa: 

 
“Las cooperativas de trabajo no podrán actuar como empresas de 

servicios eventuales, ni de temporada, ni de cualquier otro modo brindar 
servicios propios de las agencias de colocación”. Este último párrafo se 
alza en forma contundente –desde nuestra óptica- contra lo expresado por 
los arts. 14, 28 y 75, incs. 18 y 19 de nuestra Carta Magna. 

 
El art. 14 al enunciar el grueso de los derechos personales, 

dispone que ellos se ejercen “conforme a las leyes que reglamenten su 
ejercicio”; el art. 28, por su parte, determina: “Los principios, 
garantías y derechos reconocidos en los anteriores artículos, no podrán 
ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio”. 

 
En tanto, el art. 75 determina las facultades que corresponden al 

Congreso de la Nación y así el incs. 19 del mismo introduce los conceptos 
de la prosperidad, bien común, desarrollo humano y progreso económico. 

 
Ha sostenido en forma consecuente la Corte Suprema, con la 

anuencia –asimismo- de un importante sector de la doctrina en materia 
constitucional, que nuestra Ley Fundamental no consagra derechos 
absolutos14, ni que ellos tienen en sí tal carácter15; más aún, para la 
Corte, la admisión de un derecho ilimitado significaría “una concepción 
antisocial”, por más que el Congreso no hubiese dictado todavía la norma 
reglamentaria de ese derecho16. Todo derecho debe ser compatibilizado con 
los demás derechos enunciados en la Constitución17, con los derechos de la 
comunidad18 y con los deberes que también impone la Constitución19. 

 
En lo atinente a lo que significa el poder reglamentario, Sagües20 

habla de dos dimensiones: la “Permitida” y la “”Prohibida”; y con 
relación a esta última expresa que: “La reglamentación no puede 
válidamente desnaturalizar al derecho en cuestión (Fallos 296:364), ni 
desvirtuarlo o impedirlo /Fallos 156:290), reglamentar no significa 
prohibir (Fallos 288:240), ni allanarlo totalmente (Fallos 294:434 y 
297:201), como tampoco debe alterarlo (Fallos 189:234). 

 
Nos quedamos –de la cosecha de Sagües- tratando de discernir lo 

que verdaderamente significa la reglamentación de los derechos 
constitucionales, con el postulado de la “razonabilidad axiológica”, el 

                                                 
14 Fallos 304:319 y 312:318 
15 Fallos 304:1293 
16 Fallos 254:56 
17 Fallos 311:1438 
18 Fallos 253:133 
19 Fallos 304:1524 
20 Sagües, Néstor Pedro, “Elementos de Derecho constitucional”, t. 2, Ed. Astrea, Buenos Aires, 1993, p. 398 



que “apunta a exigir una cuota básica de justicia intrínseca en las 
normas, de tal modo que las notoriamente injustas resultan 
inconstitucionales”21 

 
No pueden caber dudas, en función de lo anteriormente apuntado, 

que este último párrafo del artículo –y más diríamos todo él- se 
encuentra en flagrante contradicción con los principios constitucionales 
emanados de los arts. 14 y 28 de nuestra Carta Magna. 

 
Un párrafo aparte queda para lo expresado por el inc. 19 del art. 

75, por el que se asigna –entre otras premisas- al Congreso de la nación 
la responsabilidad de proveer al “progreso económico con justicia 
social”, misión, que ha sido –en este caso- desoída o por lo menos 
malinterpretada. 

 
• Por todo lo expuesto –entendemos- que no debe prestarse a 

confusión la lógica del mentado artículo, toda su 
extensión adolece del entendimiento de las reales 
situaciones y –tal vez- de inconfesables intereses 
sectoriales, lo que puede generar –seguramente- un mal 
peor a aquel que se quiere evitar. 

 
PERSPECTIVAS 
 
Entendemos que las perspectivas y el rumbo del cooperativismo de 

trabajo no pueden ser por estos días menos prometedoras. Esto, en virtud 
de las influencias de esta nueva ley, llamada de “Reforma laboral”. 

 
En efecto, ésta preanuncia un profundo cambio en las relaciones 

entre los ordenamientos del Derecho Laboral y del Derecho Cooperativo y 
una expectativa distinta de acuerdo con la situación de los sectores 
involucrados. 

 
Provocar un tembladeral en el seno del cooperativismo de trabajo, 

cuyo basamento son los principios emanados de su propia naturaleza, en 
aras de la búsqueda incesante –y justificada- del mejoramiento de las 
condiciones de empleo, no puede hacer más que angostar la brecha entre la 
verdad y la justicia y el páramo de la inseguridad y la pobreza. 

 
IV. EL ESTÍMULO DEL EMPLELO ESTABLE 

 
El tercer tema a desarrollar, de singular y relevante 

trascendencia –y tal vez el más significativo- es el que la misma ley da 
en llamar “estímulo del empleo estable”, desarrollado dentro del título I 
en sus arts. 2º y 3º. 

 
Una vez más se intenta la concreción de una medida que –creemos- 

resulta absolutamente equivocada. No sabemos –realmente- a esta altura de 
los acontecimientos y después de muchas experiencias, si la insistencia 
en la reducción de las contribuciones con destino al régimen de seguridad 
social representa un reiterado error o –por el contrario- encubre la 
intención de cambiar radicalmente sus bases y contenidos. 

 

                                                 
21 Sagües, Néstor Pedro, op. ciy, p. 401 



En otras oportunidades tratamos de demostrar que la malhadada 
estrategia de la “rebaja de las imposiciones al trabajo” amén de provocar 
el desfinanciamiento de los distintos subsistemas para atención de las 
contingencias, no lograba conmover la drástica evolución de los índices 
de desempleo. 

 
La ley 25.250 propone en esta oportunidad un nuevo “incentivo” 

con la declarada intención (como ya vimos en el punto anterior) de 
“...aumentar la creación de empleos de buena calidad y mejorar la 
productividad del trabajo...” 

 
Uno de los instrumentos utilizados por la norma, ya reglamentado 

a través del dec. 568/00, se refiere a introducción de las siguientes 
medidas: 

 
• Los empleadores que produzcan incrementos netos en su 

nómina de trabajadores contratados por tiempo 
indeterminado, gozarán de una reducción de sus 
contribuciones a la seguridad social. 

 
La amplitud del término “empleadores” permite inferir que el 

nuevo régimen se aplica por igual a todos los que se encuentren en tales 
condiciones, independientemente del tipo de empresa, organización o 
explotación que posean o lleven a cabo. La reglamentación se encargó de 
aclarar las específicas limitaciones, cuyas destinatarias son las 
empresas definidas por el art. 83 de la ley 24.467 (PyMES). Los 
incrementos netos de personal producidos por tales empresas no gozarán de 
la reducción de 2 (dos) puntos adicionales por sobre el esquema de 
contribuciones vigentes, previstos por el dec. 796/97 (IMPUESTOS, t. 
1997-C, 2890). Si bien hay casos que no se aclaran puntualmente –
entendemos- que tampoco resultaba conducente; por ejemplo la situación de 
los empleadores inscriptos en el régimen simplificado para pequeños 
contribuyentes. Ya expusimos en otros medios que el giro otorgado por la 
ley 25.239 al monotributo (IMPUESTOS, t. 2000-A, 26) implicó la 
transformación del régimen de seguridad social del mismo en un mero 
sistema asistencial de cotizaciones fijas; con lo cual no resulta 
aplicable el régimen previsto por esta reforma laboral. 

 
• La reducción reglamentada opera por cada trabajador que 

represente incremento real de la nómina y se efectiviza a 
partir del primer mes posterior a la finalización del 
período de prueba, que se entenderá operado cuando ha 
transcurrido en su totalidad el plazo máximo, o cuando el 
empleador desista de utilizarlo en toda su extensión o en 
parte y el trabajador continúe presentando servicios. No 
se ha contemplado en los supuestos de este último caso la 
posibilidad que se presentaría cuando por la falta de 
registración del período de prueba la autoridad de 
aplicación estime que se ha renunciado a él y que 
consecuentemente se ha iniciado una relación laboral; es 
de suponer que amén de lo que significa en los términos 
de esta ley la sanción a tales incumplimientos, nada 
obstaría a considerar a dichos trabajadores como incursos 
en el nuevo régimen. 

 



• Determina la reglamentación que las nuevas empresas 
constituidas a partir de la publicación del dec. 568/00 
(17/7/00), gozarán de la reducción establecida respecto 
de la totalidad de la planta de personal permanente. Esto 
supone –en principio- una discriminación entre las nuevas 
empresas y aquellas ya que se encontraban constituidas 
antes de la publicación del decreto de marras; porque 
como ya veremos seguidamente, se imponen algunos 
requisitos y restricciones para el acceso al beneficio a 
las “empresas en marcha”. 

 
• Se consideran incrementos netos a las diferencias entre 

el “número base” de personal registrado por el empleador 
al mes de abril de 2000 y las cantidades que se registren 
a partir de la vigencia de la ley. El goce de beneficio 
de reducción resulta operativo por cada empleado que se 
registre dentro del nuevo sistema, en exceso del “número 
base”. El número base de empleados registrados al mes de 
abril de 2000 no goza de las reducciones previstas por 
esta ley. 

 
• Se pierde el beneficio –en principio- en los casos en que 

se produzca la disminución del número base; pero, puede 
recuperarse restableciendo dicho número a través de la 
integración de empleados registrados por el nuevo 
sistema. En estos casos se debe incorporar al “número 
base”, en primer lugar, a los de mayor antigüedad, 
respecto de los ingresados en el mismo semestre se deben 
incorporar primero a los de mayor carga de familia. 

 
• La reducción consiste en una eximición parcial de un 

tercio de las contribuciones al Sistema de Seguridad 
Social, aplicándose por sobre las vigentes en función de 
lo dispuesto por el dec. 2609/93 –IMPUESTOS, t. 1994-A, 
357- (y sus modificaciones); recordemos que las vigentes 
a la fecha son las que se encuentran tabuladas en el 
anexo III del dec. 1520/98 (IMPUESTOS, t. 1999-A, 1401) 

 
• Cuando los nuevos trabajadores contratados fueren hombres 

de 45 o más años de edad, mujeres jefas de hogar de 
cualquier edad o jóvenes de ambos sexos de hasta 24 años, 
la eximición de las reducciones alcanzará a la mitad de 
las vigentes. 

 
• Según se desprende tanto del texto legal como de la 

reglamentación, la reducción adicional de contribuciones 
alcanza a todos los conceptos Integrativos de la 
Contribución Unificada de la Seguridad Social, con 
excepción de las que tienen como destino al Régimen 
nacional del Seguro de Salud, según lo indica el párrafo 
3º, art. 2º de la ley 25.250 y lo ratifica el punto 3, 
del art. 3º del dec. 568/00. Si bien la norma indica que 
no deben alterarse las contribuciones a “las obras 
sociales”, entendemos, a la falta de purismo en el texto 
legal, que la verdaderas intención es, como expresáramos 



anteriormente, no disminuir las contribuciones al Régimen 
del Seguro de Salud, integrado tanto por las 
contribuciones al régimen de obras sociales como al Fondo 
Solidario de Redistribución (ex ABSSAL). De todos modos, 
esta distinción no creará problemas adicionales, puesto 
que las tablas vigentes de reducción según versión del 
dec. 1520/98 incluyen en el concepto “obras sociales” 
tanto a las contribuciones destinadas a éstas mismas, 
como el porcentual correspondiente al fondo de 
redistribución. En suma, la nueva norma respeta la 
alícuota mínima del 5% con destino a dicho régimen. 

 
• Este nuevo esquema de reducciones tendrá algunas 

implicancias que futuras reglamentaciones deberán 
atender. Uno de los casos es el que se relaciona con la 
posible formación recurrente de saldos a favor, producto 
del sistema de compensación de asignaciones familiares 
pagadas con contribuciones devengadas. Recordemos que en 
virtud de uno de los sistemas vigentes, las asignaciones 
pagadas directamente por el empleador se deducen de 
determinados conceptos22 integrantes de la CUSS; la 
progresiva reducción en las alícuotas de contribuciones 
provocará necesariamente montos de asignaciones pagadas 
en exceso a las compensadas, con la consecuente 
problemática de su recupero. Debe tenerse en cuenta que 
la alícuota promedio de contribuciones patronales, 
tomando como base la posición extrema de reducción del 
50% de las vigentes se ubicaría –aproximadamente- en el 
10,70%23. 

 
• Estas medidas se completan con dos sensatas intenciones, 

pero –por lo pronto- de difícil pronóstico. La misma ley 
expresa en los dos últimos párrafos del art. 2º, que: “la 
reducción... no podrá afectar los derechos conferidos a 
los trabajadores por los regímenes de seguridad social” y 
además que: “En ningún caso la reducción citada podrá 
afectar el financiamiento de la seguridad social. A tales 
efectos se incluirá una partida compensatoria en el 
presupuesto nacional”. 

 
En esta segunda expresión se atisba una verdad a medias. Si bien 

la intención puede ser no afectar el financiamiento, en lo inmediato, 
éste se verá ciertamente comprometido. 

 
La creación de una partida compensatoria solo puede prometerse 

para el nuevo ejercicio fiscal, vía presupuesto, mientras tanto, las 
reducciones comienzan a ser operativas en el presente; con lo cual, 
tenemos por lo menos el semestre restante del ejercicio 2000 con una 

                                                 
22 Según art. 6º de la res. Conj. 499/94 ANSeS – 16/94 (IMPUESTOS, t. 1994-B, 1770) “Las sumas abonadas a partir del 
1º de julio de 1994 al personal, con concepto de asignaciones familiares, de acuerdo a la ley 18.017 y sus 
modificaciones, serán deducibles exclusivamente de las contribuciones relativas a los conceptos enumerados en los incs. 
a), d) y f) del art. 87 del dec.,2284/91 (IMPUESTOS, t. 1991-B, 2358), que deban ingresar los empleadores.” 
23 Este porcentaje surge de considerar la “categoría” 4 del anexo III del dec. 1520/98, que representa –en promedio- el 
nivel de contribuciones país. A cada uno de los conceptos integrantes de la CUSS se los ha reducido a la mitad, con 
excepción del correspondiente a obras sociales, que permanece en el 5%. 



importante incidencia –una vez más- del efecto de las reducciones 
contributivas. 

 
V. ALGUNAS REFLEXIONES 

 
Contestes con la posición que hemos asumido desde un inicio, en 

torno a la reducción de las contribuciones patronales y sus consecuencias 
, debemos –una vez más- reafirmar el criterio del total divorcio entre la 
atenuación del “costo laboral” vía reducciones y la generación de fuentes 
de empleo. Algunas estadísticas servirán como evidencia contundente de 
esta afirmación. 

 
 

Períodos 
 

 
Tasa contributiva 
sobre salarios (en 

%)24 

 
Tasa de desempleo en % 

de la P.E.A.25 

 
1989 
1990 
1991 
1992 
1993 
1994 
1995 
1996 
1997 
1998 
1999 
2000 

 

 
33,00 
33,00 
33,00 
33,00 
33,00 
18,20 
23,91 
18,14 
18,28 
19,84 
17,92 
17,92 

 

 
7,6 
7,5 
6,5 
7,0 
9,6 
11,5 
17,5 
17,2 
14,9 
12,8 
14,2 
15,4 

 
 
 
Las cifras volcadas alcanzan por sí solas para demostrar la 

desvinculación entre las variables del “costo laboral” y empleo. En los 
últimos doce años el comportamiento entre unas y otras se demuestra 
absolutamente independientemente; mientras que hasta el año 1993 la tasa 
total de contribuciones se ubicaba en 33% producto de la aplicación de 
las alícuotas “puras” sobre base remunerativa, la tasa de desempleo se 
ubicó entre el 6,5% (1991) y 9,6% (1993). A partir de 1994 se inicia la 
vigencia de la reducción de las contribuciones patronales (Pacto federal 
del Empleo –dec. 2609/93), a partir de dicho período y producto de las 
distintas modificaciones, la tasa promedio de contribuciones se ubica 
entre el 17,92% (1999/2000) y el 23,91% (1995); en tanto la tasa de 
desempleo ubica un valor mínimo en el año 1994 (11,5%) y su valor máximo 
en 1995 (17,5%); si comparamos ahora la evolución de ambas variables en 
los intervalos 1989-1993 y 1994-2000 observamos que mientras las 
alícuotas de contribuciones sobre el salario disminuyeron –en promedio- 

                                                 
24 Los porcentuales indicados so conforman (a partir del año 1994) con el promedio de las alícuotas país (zona o 
categoría “4”) y de acuerdo con cada una de las tablas que resultaron vigentes durante todos los períodos considerados, 
para las cuales se utilizaron promedios ponderados por meses o períodos. Con anterioridad al año 1994, no existís 
reducción alguna. Las tasas contributivas sobre salarios no incluyen la incidencia del costo de los seguros por accidentes 
de trabajo. 
25 Fuente. Indec EPH 1974-2000. Censo Nacional. La tasa del ejercicio 2000 corresponde a la medición efectuada a 
mayo de este año, mientras que en los años anteriores los indicadores corresponden al promedio de las dos mediciones 
anuales. 



aproximadamente un 41% (cuarenta y uno por ciento), la tasa de desempleo 
se incrementó también en promedio un 93% (noventa y tres por ciento). Es 
indudable que la tasa de desempleo nuestra una performance que depende de 
muchas y complejas variables que nada tienen que ver con la incidencia 
del “costo laboral”. 

 
Por si no fuera lo suficientemente concluyente, basta decir que 

tampoco las sucesivas reducciones colaboraron en la regularización y 
evolución de otros aspectos, como da cuenta la medición de la relación 
afiliados/cotizantes al SIJP, exclusivamente en lo que se refiere a los 
trabajadores dependientes. 

 
Según informaciones propias de la ANSeS: 
 
“”desde marzo de 1995 hasta abril de 1999, el número de 

afiliados creció en un 45% en tanto el número de cotizantes lo hizo en un 
27%, este comportamiento ha implicado entonces una caída en el grado de 
cumplimiento que bajó del 65% al 58%. 

 
Si bien el grado de cumplimiento tuvo durante los dos primeros 

años un comportamiento errático, desde principios de 1997 ha tenido 
tendencia decreciente”. 

 
Las conclusiones resultan claras. La sostenida en el “costo 

laboral” amén de no haber generado la esperada incidencia en la tasa de 
desempleo, tampoco estimuló el cumplimiento de las obligaciones 
corrientes. 

 
 


